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    ARTURO ÁVILA ANAYA 

DIPUTADO FEDERAL 
VOCERO GPM  

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INFRAESTRUCTURA DE LA CALIDAD, EN 

MATERIA DE DURABILIDAD, REPARABILIDAD Y DISPONIBILIDAD DE REFACCIONES. 

El que suscribe DIPUTADO ARTURO ÁVILA ANAYA, integrante del Grupo Parlamentario de 

Morena ante la LXVI Legislatura del H. Congreso de la Unión, con fundamento en que se establece 

en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así 

como en los artículos 6, numeral 1, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

me permito someter a la consideración de esta Honorable Soberanía, la siguiente Iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley 

de Infraestructura de la Calidad, en materia de durabilidad, reparabilidad y disponibilidad 

de refacciones, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 La calidad de los bienes y servicios que se comercializan en el país constituye un elemento 

esencial para la protección de los derechos de las personas consumidoras, la competitividad de 

los mercados y la sostenibilidad ambiental. La Ley de Infraestructura de la Calidad establece el 

marco normativo para la normalización, estandarización y evaluación de la conformidad, con el 

objetivo de garantizar que los productos cumplan con requisitos mínimos de seguridad, 

información y desempeño; sin embargo, el enfoque actual resulta insuficiente frente a los desafíos 

que plantea la rápida obsolescencia de los bienes y el incremento sostenido de residuos derivados 

de su sustitución prematura. 
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En el contexto de los avances tecnológicos y de los nuevos modelos de producción y consumo, 

numerosos bienes son diseñados y comercializados sin considerar criterios adecuados de 

durabilidad, reparabilidad o disponibilidad de refacciones. Esta situación limita la posibilidad de 

mantenimiento y reparación, reduce artificialmente la vida útil de los productos y genera impactos 

ambientales negativos asociados a la extracción de materias primas, el consumo energético y la 

disposición final de residuos, particularmente en sectores como electrónicos, electrodomésticos, 

maquinaria y equipos tecnológicos. 

Si bien la Ley de Infraestructura de la Calidad reconoce la importancia de las normas oficiales 

como instrumentos para proteger objetivos legítimos de interés público, entre ellos la seguridad, 

la información al consumidor y la protección ambiental, actualmente no contempla de manera 

expresa la posibilidad de establecer requisitos técnicos vinculados con la durabilidad, la 

reparabilidad o la disponibilidad de refacciones de los bienes. Esta omisión normativa impide que 

la normalización funcione como una herramienta efectiva para prevenir la generación de residuos 

y para promover modelos de producción más responsables. 

La experiencia internacional demuestra que la incorporación de criterios de reparabilidad y vida 

útil en los sistemas de normalización contribuye a mejorar la calidad de los productos, fortalecer 

la competencia en los mercados de servicios de reparación y reducir los impactos ambientales 

derivados del consumo desechable. Asimismo, la información clara y verificable sobre la 

durabilidad y posibilidad de reparación de los bienes permite a las personas consumidoras tomar 

decisiones informadas y favorece la transparencia en las relaciones de mercado. 

La presente iniciativa propone reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley de 

Infraestructura de la Calidad con el objeto de habilitar expresamente la emisión de Normas 

Oficiales Mexicanas y estándares técnicos que incorporen criterios de durabilidad, reparabilidad y 

disponibilidad de refacciones, como elementos relevantes para la protección ambiental, la 

economía circular y la prevención de residuos. De esta manera, se busca fortalecer el papel de la 
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normalización como instrumento preventivo, complementario a las políticas de consumo y de 

gestión de residuos. 

Las reformas planteadas no pretenden imponer cargas técnicas desproporcionadas ni obstaculizar 

la innovación tecnológica, sino establecer parámetros razonables y progresivos que orienten el 

diseño y la comercialización de bienes hacia una mayor calidad, vida útil y posibilidad de 

reparación. Al permitir que estos criterios sean definidos a través de normas técnicas, se garantiza 

su desarrollo con base en evidencia científica, consenso entre los sectores involucrados y 

mecanismos de evaluación de la conformidad. 

Esta iniciativa se articula de manera coherente con las reformas orientadas a reconocer el derecho 

a reparar, a fortalecer la responsabilidad extendida del productor y a promover la economía 

circular, consolidando un marco jurídico integral que atienda el problema de la obsolescencia 

prematura desde una perspectiva técnica y preventiva. Asimismo, refuerza las atribuciones de las 

autoridades competentes para emitir normas que protejan tanto a las personas consumidoras 

como al medio ambiente, sin invadir competencias ni generar duplicidades regulatorias. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la consideración de esta Soberanía la presente 

iniciativa, convencidos de que su aprobación permitirá fortalecer el sistema nacional de 

infraestructura de la calidad, mejorar la durabilidad y reparabilidad de los bienes que se 

comercializan en el país y avanzar hacia un modelo de producción y consumo más sostenible, 

acorde con los principios constitucionales de protección ambiental y desarrollo sustentable. 

Por lo anteriormente descrito, la reforma que se propone a continuación se ilustra en el siguiente 

cuadro comparativo: 
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LEY DE INFRAESTRUCTURA DE LA CALIDAD 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 4. Para los efectos de la presente Ley 
se entiende por:  
 
I. Acreditación: al reconocimiento emitido 

por una Entidad de Acreditación por la 
cual se reconoce la competencia técnica 
y confiabilidad de las entidades para 
operar como Organismos de Evaluación 
de la Conformidad, para llevar a cabo la 
Evaluación de la Conformidad.  

II. Acuerdo de equivalencia: una resolución 
que especifica las condiciones mediante 
las cuales se reconocen unilateralmente o 
recíprocamente los reglamentos técnicos 
extranjeros, las medidas sanitarias o 
fitosanitarias, o los resultados de los 
procedimientos de evaluación de la 
conformidad emitidos por los organismos 
en el territorio de otro país y que 
contemplen cuando menos el mismo 
grado de conformidad para lograr los 
objetivos legítimos perseguidos por las 
Normas Oficiales Mexicanas apropiadas. 

III. Acuerdo de reconocimiento mutuo: un 
acuerdo intergubernamental que 
especifica las condiciones mediante las 
cuales se reconocen recíprocamente los 
resultados de los procedimientos de 
evaluación de la conformidad emitidos por 
los organismos de evaluación de la 
conformidad en el territorio de otro país 
que demuestren el cumplimiento de las 
Normas Oficiales Mexicanas o 
Estándares apropiados.  

IV. Aprobación: al acto por el cual una 
Autoridad Normalizadora reconoce a los 
Organismos de Evaluación de la 

Artículo 4. …  
 
 

I. … 
 
 
 
 
 
 

II. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

III. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

IV. … 
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Conformidad que hayan obtenido la 
Acreditación, para realizar la Evaluación 
de la Conformidad relacionada con 
Normas Oficiales Mexicanas, Estándares, 
Normas Internacionales ahí referidos o de 
otras disposiciones legales.  

V. Arreglo de reconocimiento mutuo o 
arreglo de reconocimiento multilateral: un 
arreglo internacional o regional entre los 
organismos de acreditación, que 
reconoce la equivalencia de los sistemas 
de acreditación basado en la revisión por 
pares o entre organismos de evaluación 
de la conformidad, que reconocen los 
resultados de dicha evaluación.  

VI. Autoridad Normalizadora: a las 
dependencias o entidades competentes 
de la Administración Pública Federal que 
tengan atribuciones o facultades 
expresas para realizar actividades de 
normalización y estandarización. 

VII. Comisión: a la Comisión Nacional de 
Infraestructura de la Calidad.  

VIII. Comités Mexicanos: a los comités 
creados por la Comisión a solicitud de la 
Secretaría o de las Autoridades 
Normalizadoras para la atención de 
organismos internacionales de 
normalización. Los Comités Mexicanos 
deberán estar integrados por los diversos 
sectores interesados de acuerdo con lo 
previsto en el Reglamento de esta Ley. 

IX. Entidades de Acreditación: a las personas 
morales debidamente autorizadas por la 
Secretaría para conocer, tramitar y 
resolver las solicitudes de Acreditación y, 
en su caso, emitir las Acreditaciones a 
favor de aquéllos que pretendan operar 
como Organismos de Evaluación de la 
Conformidad. 

 
 
 
 
 
 

V. … 
 
 
 
 
 
 
 
 

VI. … 
 
 
 
 
 

VII. … 
 

VIII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 

IX. … 
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X. Estándar: al documento técnico que prevé 
un uso común y repetido de reglas, 
especificaciones, atributos o métodos de 
prueba aplicables a un bien, producto, 
proceso o servicio, así como aquéllas 
relativas a terminología, simbología, 
embalaje, marcado, etiquetado o 
concordaciones.  

XI. Evaluación de la Conformidad: al proceso 
técnico que permite demostrar el 
cumplimiento con las Normas Oficiales 
Mexicanas, Estándares, Normas 
Internacionales ahí referidos o de otras 
disposiciones legales. Comprende, entre 
otros, los procedimientos de muestreo, 
prueba, inspección, evaluación y 
certificación.  

XII. Infraestructura de la Calidad: es el 
conjunto de iniciativas, procesos, 
instituciones, autoridades 
normalizadoras, organizaciones, 
actividades y personas que interactúan 
entre sí. Incluye una política nacional de 
calidad, un marco regulatorio y todos los 
sectores interesados que tiene como 
finalidad proporcionar resultados que 
garanticen los objetivos legítimos de 
interés público e impulsen el desarrollo y 
reactivación económica del país. 

XIII. Inspección: la constatación ocular o 
comprobación mediante muestreo, 
medición, pruebas de laboratorio o 
examen de documentos que se realiza 
por las unidades de inspección para 
evaluar la conformidad en un momento 
determinado a petición de parte 
interesada.  

XIV. Metrología legal: se ocupa de verificar las 
unidades de medida, los métodos y 
procedimientos de medición, los 

X. … 
 
 
 
 
 
 
 

XI. … 
 
 
 
 
 
 
 
 

XII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XIII. … 
 
 
 
 
 
 
 

XIV. … 
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instrumentos de medición y las unidades 
materializadas que intervienen en las 
transacciones comerciales, protección de 
la salud, el medio ambiente y la seguridad 
pública.  

XV. Norma Internacional: norma aprobada por 
un organismo internacional de 
normalización que cumple con los 
principios y procedimientos reconocidos 
en los tratados internacionales de los que 
el Estado mexicano es parte. 

XVI. Norma Oficial Mexicana: a la regulación 
técnica de observancia obligatoria 
expedida por las Autoridades 
Normalizadoras competentes cuyo fin 
esencial es el fomento de la calidad para 
el desarrollo económico y la protección de 
los objetivos legítimos de interés público 
previstos en este ordenamiento, mediante 
el establecimiento de reglas, 
denominación, especificaciones o 
características aplicables a un bien, 
producto, proceso o servicio, así como 
aquéllas relativas a terminología, 
marcado o etiquetado y de información. 
Las Normas Oficiales Mexicanas se 
considerarán como Reglamentos 
Técnicos o Medidas Sanitarias o 
Fitosanitarias, según encuadren en las 
definiciones correspondientes previstas 
en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano es Parte. 

XVII. Organismos de Evaluación de la 
Conformidad: a la persona acreditada por 
una Entidad de Acreditación o en su caso, 
por la Autoridad Normalizadora y, cuando 
se trate de Normas Oficiales Mexicanas, 
Estándares, Normas Internacionales ahí 
referidos o de otras disposiciones legales; 
en caso de que la acreditación sea 

 
 
 
 
 

XV. … 
 
 
 
 
 

XVI. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XVII. … 
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realizada por una Entidad de Acreditación 
el Organismo deberá ser aprobado por la 
Autoridad Normalizadora competente, 
para llevar a cabo la Evaluación de la 
Conformidad.  

XVIII. Plataforma Tecnológica Integral de 
Infraestructura de la Calidad: a la solución 
digital donde se administrarán y 
ejecutarán de manera sistematizada los 
datos, procesos, trámites, servicios y 
actividades de normalización, 
estandarización, Evaluación de la 
Conformidad y metrología.  

XIX. Programa: al Programa Nacional de 
Infraestructura de la Calidad aprobado 
por la Comisión. 

XX. Procedimiento de Evaluación de la 
Conformidad: al conjunto de acciones 
especificadas que tienen por objeto 
comprobar que el bien, producto, proceso 
o servicio cumple con una Norma Oficial 
Mexicana o Estándar, a través de los 
medios que para ello se definan en esta 
Ley y en su Reglamento.  

XXI. Secretaría: a la Secretaría de Economía. 
XXII. Sistema Nacional de Infraestructura de 

la Calidad: al sistema que tiene por objeto 
coordinar a las autoridades de todos los 
órdenes de gobierno en sus respectivos 
ámbitos de competencia, a las 
Autoridades Normalizadoras, al Centro 
Nacional de Metrología, a los Institutos 
Designados de Metrología, a las 
Entidades de Acreditación, a los 
Organismos de Evaluación de la 
Conformidad, a los Organismos 
Nacionales de Estandarización y a los 
sujetos facultados para estandarizar, a 
través de regulaciones, estrategias y 
principios para que la política nacional en 

 
 
 
 
 

XVIII. … 
 

 
 
 
 
 
 

XIX. … 
 
 

XX. … 
 
 
 
 
 
 
 

XXI. … 
XXII. … 
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materia de normalización, 
estandarización, Evaluación de la 
Conformidad y metrología, que fomente la 
calidad y el desarrollo económico. 

XXIII. Sistema General de Unidades de 
Medida: al sistema que se integra, entre 
otros, con las unidades del Sistema 
Internacional de Unidades, sus nombres y 
símbolos, incluyendo una serie de prefijos 
con sus nombres y símbolos, junto con 
reglas para su uso, adoptados por la 
Conferencia General de Pesas y Medidas 
y que se prevean en Normas Oficiales 
Mexicanas y en los Estándares en ellas 
referidos.  

XXIV. Sujeto facultado para 
estandarizar: persona moral constituida 
legalmente que tiene un interés para la 
elaboración, modificación y cancelación 
de estándares.  

XXV. Sistemas internacionales de evaluación 
de la conformidad: sistemas que faciliten 
el reconocimiento voluntario o la 
aceptación de los resultados de los 
organismos de evaluación de la 
conformidad u organismos de 
acreditación por parte de las autoridades 
competentes sobre la base del 
cumplimiento de las normas 
internacionales para la evaluación de la 
conformidad.  

XXVI. Verificación: a la actividad que 
realizan las autoridades competentes 
para constatar a través de visitas, 
requerimientos de información o 
documentación física o electrónica, que 
los bienes, productos, procesos y 
servicios cumplen o concuerdan con las 
Normas Oficiales Mexicanas o 
Estándares, en este último caso, cuando 

 
 
 
 

XXIII. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XXIV. … 
 
 
 
 

XXV. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

XXVI. … 
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su aplicación sea obligatoria en términos 
de esta Ley. 

XXVII. Vigilancia: al acto por el cual las 
autoridades competentes revisan que las 
actividades de las Entidades de 
Acreditación y los Organismos de 
Evaluación de la Conformidad se realicen 
conforme a lo establecido en la presente 
Ley.  

SIN CORRELATIVO. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La Secretaría, en coordinación con el Centro 
Nacional de Metrología, publicará en la 
Plataforma Tecnológica Integral de 
Infraestructura de la Calidad, los términos y 
definiciones complementarios que sean 
necesarios en relación con la presente Ley en 
materia de metrología, de conformidad con los 
parámetros internacionales que corresponda y 
su aplicación será de uso general. 

 
 

XXVII. … 
 
 
 
 
 
 

XXVIII. Durabilidad y reparabilidad: 
Características técnicas de los bienes 
que permiten su mantenimiento, 
reparación y uso continuo durante un 
periodo razonable, conforme a su 
diseño, finalidad y condiciones 
normales de utilización, a fin de 
prolongar su vida útil y prevenir la 
generación de residuos. 

 
… 

ARTÍCULO 7.- Todo proveedor está obligado a 
informar y a respetar los precios, tarifas, 
garantías, cantidades, calidades, medidas, 
intereses, cargos, términos, restricciones, 
plazos, fechas, modalidades, reservaciones y 
demás condiciones aplicables en la 
comercialización de bienes, productos o 
servicios, sobre todos aquellos que se hubiera 
ofrecido, obligado o convenido con el 
consumidor para la entrega del bien o 
prestación del servicio, y bajo ninguna 
circunstancia serán negados estos bienes, 

ARTÍCULO 7.- Todo proveedor está obligado a 
informar y a respetar los precios, tarifas, 
garantías, cantidades, calidades, medidas, 
intereses, cargos, términos, restricciones, 
plazos, fechas, modalidades, reservaciones y 
demás condiciones aplicables en la 
comercialización de bienes, productos o 
servicios, y deberá abstenerse de realizar 
prácticas que limiten o induzcan a error 
respecto del derecho del consumidor a 
reparar los bienes adquiridos legalmente, 
sobre todos aquellos que se hubiera ofrecido, 
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productos o servicios a persona alguna, así 
como la información de los mismos. 

obligado o convenido con el consumidor para la 
entrega del bien o prestación del servicio, y bajo 
ninguna circunstancia serán negados estos 
bienes, productos o servicios a persona alguna, 
así como la información de los mismos 

SIN CORRELATIVO 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 

Artículo 7 Ter. Las personas consumidoras 
tienen derecho a: 
 
I. Reparar, mantener y prolongar la vida 

útil de los bienes que hayan adquirido 
legalmente, por sí mismas o a través de 
terceros independientes; 

II. Acceder, en condiciones razonables, 
asequibles, no discriminatorias y de 
fácil obtención, a refacciones, partes, 
herramientas manuales, instrumentos 
especializados, manuales, diagramas e 
información técnica necesaria para la 
reparación y mantenimiento de los 
bienes; 

III. Que los fabricantes, productores, 
importadores o proveedores pongan a 
disposición del público las refacciones, 
herramientas manuales, instrumentos y 
materiales necesarios para la 
reparación de los bienes, a precios 
razonables y en canales de 
comercialización accesibles, durante un 
plazo acorde con la vida útil estimada 
del producto; 

IV. No perder la garantía de los bienes por 
el solo hecho de acudir a servicios de 
reparación distintos a los del proveedor 
o fabricante, salvo que éste acredite de 
manera fehaciente que el daño fue 
causado directamente por una 
reparación indebida, y 

V. Recibir información clara, veraz y 
suficiente sobre las condiciones de 
reparación, mantenimiento, 
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disponibilidad de refacciones y vida útil 
estimada de los bienes. 

VI. Que los fabricantes, productores, 
importadores o proveedores eviten 
prácticas de obsolescencia 
programada, consistentes en la 
modificación recurrente, injustificada o 
incompatible de modelos, conectores, 
cargadores, accesorios o piezas 
esenciales que impidan o dificulten el 
uso, carga, reparación o funcionamiento 
de bienes previamente adquiridos, así 
como la venta separada de dichos 
accesorios cuando resulten 
indispensables para el uso ordinario del 
producto. 
Tratándose de bienes cuyo 
funcionamiento dependa de accesorios 
esenciales, tales como cargadores, 
fuentes de poder, cables, conectores u 
otros análogos, éstos deberán incluirse 
desde el origen de la compra, salvo que 
el consumidor manifieste expresamente 
su voluntad de adquirirlos por 
separado, en los términos que 
establezca la ley y las normas oficiales 
mexicanas aplicables. 

ARTÍCULO 10.- Queda prohibido a cualquier 
proveedor de bienes o servicios llevar a cabo 
acciones que atenten contra la libertad o 
seguridad o integridad personales de los 
consumidores bajo pretexto de registro o 
averiguación. En el caso de que alguien sea 
sorprendido en la comisión flagrante de un 
delito, los proveedores, sus agentes o 
empleados se limitarán, bajo su 
responsabilidad, a poner sin demora al 
presunto infractor a disposición de la autoridad 
competente. La infracción de esta disposición 
se sancionará de acuerdo con lo previsto en 

ARTÍCULO 10.- … 
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esta ley, independientemente de la reparación 
del daño moral y la indemnización por los daños 
y perjuicios ocasionados en caso de no 
comprobarse el delito imputado.  
 
Los proveedores no podrán aplicar métodos o 
prácticas comerciales coercitivas y desleales, ni 
cláusulas o condiciones abusivas o impuestas 
en el abastecimiento de productos o servicios. 
Asimismo, tampoco podrán prestar servicios 
adicionales a los originalmente contratados que 
no hubieren sido solicitados o aceptados 
expresamente, por escrito o por vía electrónica, 
por el consumidor, ni podrán aplicar cargos sin 
previo consentimiento del consumidor o que no 
se deriven del contrato correspondiente. 

 
 
 
 
 
Los proveedores no podrán aplicar métodos o 
prácticas comerciales coercitivas y desleales, ni 
cláusulas o mecanismos tecnológicos que 
restrinjan injustificadamente el derecho a 
reparar ni condicionar la vigencia de 
garantías al uso exclusivo de servicios, 
refacciones o proveedores autorizados, ni 
tampoco imponer condiciones abusivas o 
impuestas en el abastecimiento de productos o 
servicios. Asimismo, tampoco podrán prestar 
servicios adicionales a los originalmente 
contratados que no hubieren sido solicitados o 
aceptados expresamente, por escrito o por vía 
electrónica, por el consumidor, ni podrán aplicar 
cargos sin previo consentimiento del 
consumidor o que no se deriven del contrato 
correspondiente. 

ARTÍCULO 24. La procuraduría tiene las 
siguientes atribuciones:  
I. Promover y proteger los derechos del 

consumidor, así como aplicar las medidas 
necesarias para propiciar la equidad y 
seguridad jurídica en las relaciones entre 
proveedores y consumidores;  

II. Procurar y representar los intereses de los 
consumidores, mediante el ejercicio de las 
acciones, recursos, trámites o gestiones 
que procedan;  

III. Representar individualmente o en grupo a 
los consumidores ante autoridades 
jurisdiccionales y administrativas, y ante los 
proveedores;  

IV. Recopilar, elaborar, procesar y divulgar 
información objetiva para facilitar al 
consumidor un mejor conocimiento de los 

ARTIÍCULO 24. … 
 
 
I. … 

 
 
 
 

II. … 
 

 

 

III. … 
 
 
 
IV. … 
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bienes y servicios que se ofrecen en el 
mercado; En el caso de servicios 
educativos proporcionados por 
particulares, deberá informar a las y los 
consumidores, la publicación señalada en 
el segundo párrafo del artículo 56 de la Ley 
General de Educación así como la aptitud 
del personal administrativo que labora en el 
plantel;   

V. Formular y realizar programas de 
educación para el consumo, así como de 
difusión y orientación respecto de las 
materias a que se refiere esta ley;  

VI. Orientar a la industria y al comercio 
respecto de las necesidades y problemas 
de los consumidores;  

VII. Realizar y apoyar análisis, estudios e 
investigaciones en materia de protección al 
consumidor;  

VIII. Promover y realizar directamente, en su 
caso, programas educativos y de 
capacitación en las materias a que se 
refiere esta ley y prestar asesoría a 
consumidores y proveedores;  

IX. Promover nuevos o mejores sistemas y 
mecanismos que faciliten a los 
consumidores el acceso a bienes y 
servicios en mejores condiciones de 
mercado;  

IX bis.- Promover en coordinación con la 
Secretaría la formulación, difusión y uso de 
códigos de ética, por parte de proveedores, 
que incorporen los principios previstos por 
esta Ley respecto de las transacciones que 
celebren con consumidores a través del 
uso de medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología; 

IX Ter. Promover la coordinación entre las 
autoridades federales, estatales y 
municipales que corresponda, a fin de 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

V. … 
 
 

 
VI. … 

 

 

VII. … 
 
 

VIII. … 
 

 

 

 

IX. … 
 
 
 
 

IX bis.- … 
 
 
 
 
 
 
 
IX ter.- … 
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asegurar la protección efectiva al 
consumidor en contra de la información o 
publicidad engañosa o abusiva; 

SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

X. Actuar como perito y consultor en materia 
de calidad de bienes y servicios y elaborar 
estudios relativos;  

XI. Celebrar convenios con proveedores y 
consumidores y sus organizaciones para el 
logro de los objetivos de esta ley;  

XII. Celebrar convenios y acuerdos de 
colaboración con autoridades federales, 
estatales, municipales, del gobierno del 
Distrito Federal y entidades paraestatales 
en beneficio de los consumidores; así 
como acuerdos interinstitucionales con 
otros países, de conformidad con las leyes 
respectivas;  

XIII. Vigilar y verificar el cumplimiento de las 
disposiciones en materia de precios y 
tarifas establecidos o registrados por la 
autoridad competente y coordinarse con 
otras autoridades legalmente facultadas 
para inspeccionar precios para lograr la 
eficaz protección de los intereses del 
consumidor y, a la vez evitar duplicación de 
funciones;  

XIV. Vigilar y verificar el cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en esta ley y, en 
el ámbito de su competencia, las de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización, 

 
 
 
 
IX cuarter.- Vigilar que los fabricantes, 
productores, importadores y proveedores 
cumplan con las obligaciones relativas al 
acceso asequible y efectivo a refacciones, 
herramientas manuales, instrumentos 
especializados e información técnica 
necesaria para la reparación de bienes, e 
imponer las medidas y sanciones 
correspondientes en caso de 
incumplimiento. 
X. … 

 

 

XI. … 
 
 
XII. … 

 
 
 
 
 
 
 

XIII. … 
 

 

 

 

 

 

 

 

XIV. … 
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así como de las normas oficiales 
mexicanas y demás disposiciones 
aplicables, y en su caso determinar los 
criterios para la verificación de su 
cumplimiento;  

XIV bis. Verificar que las pesas, medidas y los 
instrumentos de medición que se utilicen 
en transacciones comerciales, industriales 
o de servicios sean adecuados y, en su 
caso, realizar el ajuste de los instrumentos 
de medición en términos de lo dispuesto en 
la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización; 

XV. Registrar los contratos de adhesión que lo 
requieran, cuando cumplan la normatividad 
aplicable, y organizar y llevar el Registro 
Público de contratos de adhesión;  

XVI. Procurar la solución de las diferencias 
entre consumidores y proveedores y, en su 
caso, emitir dictámenes en donde se 
cuantifiquen las obligaciones contractuales 
del proveedor, conforme a los 
procedimientos establecidos en esta ley; 

XVII. Denunciar ante el Ministerio Público los 
hechos que puedan ser constitutivos de 
delitos y que sean de su conocimiento y, 
ante las autoridades competentes, los 
actos que constituyan violaciones 
administrativas que afecten la integridad e 
intereses de las y los consumidores; 

XVIII. Promover y apoyar la constitución de 
organizaciones de consumidores, 
proporcionándoles capacitación y asesoría, 
así como procurar mecanismos para su 
autogestión;  

XIX. Aplicar y ejecutar las sanciones y demás 
medidas establecidas en esta ley, en la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización 
y demás ordenamientos aplicables; 

 
 
 
 
 
 
XIV bis.- … 
 
 
 
 
 
 
 
XV. … 

 
 
 
XVI. … 

 
 
 
 
 
 
XVII. … 

 
 
 
 
 
 
XVIII. … 

 
 

 
 

XIX.  … 
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XX. Requerir a los proveedores o a las 
autoridades competentes a que tomen 
medidas adecuadas para combatir, 
detener, modificar o evitar todo género de 
prácticas que lesionen los intereses de los 
consumidores, y cuando lo considere 
pertinente publica dicho requerimiento; 

XX Bis. En el caso de que en ejercicio de sus 
atribuciones identifique aumentos de 
precios, restricciones en la cantidad 
ofrecida o divisiones de mercados de 
bienes o servicios derivados de posibles 
prácticas monopólicas en términos de lo 
dispuesto por la Ley Federal de 
Competencia Económica, la Procuraduría, 
en representación de los consumidores, 
podrá presentar ante la Comisión Federal 
de Competencia Económica la denuncia 
que corresponda;  

XXI. Ordenar se informe a los consumidores 
sobre las acciones u omisiones de los 
proveedores que afecten sus intereses o 
derechos, así como la forma en que los 
proveedores los retribuirán o 
compensarán;  

XXII. Coadyuvar con las autoridades 
competentes para salvaguardar los 
derechos de la infancia, adultos mayores, 
personas con discapacidad e indígenas; 

XXIII. Publicar, a través de cualquier medio, los 
productos y servicios que con motivo de 
sus verificaciones y los demás 
procedimientos previstos por la Ley sean 
detectados como riesgosos o en 
incumplimiento a las disposiciones 
jurídicas aplicables; emitir alertas dirigidas 
a los consumidores y dar a conocer las de 
otras autoridades o agencias sobre 
productos o prácticas en el abastecimiento 
de bienes, productos o servicios, 

 
XX. … 

 
 
 
 
 
 

XX bis.- …  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XXI. … 

 
 
 
 
 
 

XXII. … 
 
 
 

XXIII … 
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defectuosos, dañinos o que pongan en 
riesgo la vida, la salud o la seguridad del 
consumidor; ordenar y difundir llamados a 
revisión dirigidos a proveedores y dar a 
conocer los de otras autoridades sobre 
productos o prácticas en el abastecimiento 
de bienes, productos o servicios, 
defectuosos, dañinos o que pongan en 
riesgo la vida, la salud, la seguridad o la 
economía del consumidor;  

XXIV. Retirar del mercado los bienes o 
productos, cuando se haya determinado 
fehacientemente por la autoridad 
competente, que ponen en riesgo la vida o 
la salud del consumidor, cuando los 
proveedores hayan informado previamente 
que sus productos ponen en riesgo la vida 
o la salud de los consumidores y, en su 
caso, ordenar la destrucción de los 
mismos, a fin de evitar que sean 
comercializados;  

XXV. Ordenar la reparación o sustitución de 
los bienes, productos o servicios que 
representen un riesgo para la vida, la salud, 
la seguridad o la economía del consumidor;  

XXVI. Aplicar el procedimiento administrativo 
de ejecución, en términos del Código Fiscal 
de la Federación, para el cobro de las 
multas que no hubiesen sido cubiertas 
oportunamente, y 

XXVII. Las demás que le confieran esta ley y 
otros ordenamientos 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XXIV. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XXV. … 
 
 
 
XXVI. … 
 
 
 
 
XXVII. … 

ARTÍCULO 85.- Para los efectos de esta ley, se 
entiende por contrato de adhesión el 
documento elaborado unilateralmente por el 
proveedor, para establecer en formatos 
uniformes los términos y condiciones aplicables 
a la adquisición de un producto o la prestación 
de un servicio, aun cuando dicho documento no 

ARTÍCULO 85.- … 
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contenga todas las cláusulas ordinarias de un 
contrato. Todo contrato de adhesión celebrado 
en territorio nacional, para su validez, deberá 
estar escrito en idioma español y sus caracteres 
tendrán que ser legibles a simple vista y en un 
tamaño y tipo de letra uniforme. Además, no 
podrá implicar prestaciones desproporcionadas 
a cargo de los consumidores, obligaciones 
inequitativas o abusivas, o cualquier otra 
cláusula o texto que viole las disposiciones de 
esta ley. 
SIN CORRELATIVO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Los contratos de adhesión no podrán 
contener cláusulas que limiten, restrinjan o 
anulen el derecho a reparar reconocido en 
esta ley, ni aquellas que establezcan la 
pérdida automática de garantías por acudir 
a servicios de reparación independientes. 
Dichas cláusulas se tendrán por no puestas. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto ante la recta consideración del Pleno 

Legislativo el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ARTÍCULO ÚNICO. – Se ADICIONAN la fracción VIII al artículo 4; el artículo 7 ter; la 

fracción IX cuarter del artículo 24; y un segundo párrafo al artículo 85; y se REFORMAN el artículo 

7 y el segundo párrafo del artículo 10 de la Ley de Infraestructura de la Calidad, en materia de 

durabilidad, reparabilidad y disponibilidad de refacciones, para quedar como sigue: 

 

Artículo 1. … 
… 
… 

I. … 
II. … 
III. … 
IV. … 
V. … 
VI. … 
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VII. … 
VIII. … 
IX. … 
X. … 
XI. … 
XII. El derecho de las personas consumidoras a reparar, mantener y prolongar la vida 

útil de los bienes adquiridos legalmente, así como a acceder a servicios de 
reparación en condiciones de información suficiente, trato equitativo, libre 
elección y sin restricciones injustificadas. 

 
… 
 
ARTÍCULO 7.- Todo proveedor está obligado a informar y a respetar los precios, tarifas, garantías, 
cantidades, calidades, medidas, intereses, cargos, términos, restricciones, plazos, fechas, 
modalidades, reservaciones y demás condiciones aplicables en la comercialización de bienes, 
productos o servicios, y deberá abstenerse de realizar prácticas que limiten o induzcan a error 
respecto del derecho del consumidor a reparar los bienes adquiridos legalmente, sobre 
todos aquellos que se hubiera ofrecido, obligado o convenido con el consumidor para la entrega 
del bien o prestación del servicio, y bajo ninguna circunstancia serán negados estos bienes, 
productos o servicios a persona alguna, así como la información de los mismos 
 
Artículo 7 Ter. Las personas consumidoras tienen derecho a: 
 

I. Reparar, mantener y prolongar la vida útil de los bienes que hayan adquirido 
legalmente, por sí mismas o a través de terceros independientes; 

II. Acceder, en condiciones razonables, asequibles, no discriminatorias y de fácil 
obtención, a refacciones, partes, herramientas manuales, instrumentos especializados, 
manuales, diagramas e información técnica necesaria para la reparación y 
mantenimiento de los bienes; 

III. Que los fabricantes, productores, importadores o proveedores pongan a disposición 
del público las refacciones, herramientas manuales, instrumentos y materiales 
necesarios para la reparación de los bienes, a precios razonables y en canales de 
comercialización accesibles, durante un plazo acorde con la vida útil estimada del 
producto; 

IV. No perder la garantía de los bienes por el solo hecho de acudir a servicios de reparación 
distintos a los del proveedor o fabricante, salvo que éste acredite de manera fehaciente 
que el daño fue causado directamente por una reparación indebida, y 

V. Recibir información clara, veraz y suficiente sobre las condiciones de reparación, 
mantenimiento, disponibilidad de refacciones y vida útil estimada de los bienes. 
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VI. Que los fabricantes, productores, importadores o proveedores eviten prácticas de 
obsolescencia programada, consistentes en la modificación recurrente, injustificada o 
incompatible de modelos, conectores, cargadores, accesorios o piezas esenciales que 
impidan o dificulten el uso, carga, reparación o funcionamiento de bienes previamente 
adquiridos, así como la venta separada de dichos accesorios cuando resulten 
indispensables para el uso ordinario del producto. 

Tratándose de bienes cuyo funcionamiento dependa de accesorios esenciales, tales como 
cargadores, fuentes de poder, cables, conectores u otros análogos, éstos deberán incluirse 
desde el origen de la compra, salvo que el consumidor manifieste expresamente su 
voluntad de adquirirlos por separado, en los términos que establezca la ley y las normas 
oficiales mexicanas aplicables. 
 
ARTÍCULO 10.- … 
Los proveedores no podrán aplicar métodos o prácticas comerciales coercitivas y desleales, ni 
cláusulas o mecanismos tecnológicos que restrinjan injustificadamente el derecho a reparar 
ni condicionar la vigencia de garantías al uso exclusivo de servicios, refacciones o 
proveedores autorizados, ni tampoco imponer condiciones abusivas o impuestas en el 
abastecimiento de productos o servicios. Asimismo, tampoco podrán prestar servicios adicionales 
a los originalmente contratados que no hubieren sido solicitados o aceptados expresamente, por 
escrito o por vía electrónica, por el consumidor, ni podrán aplicar cargos sin previo consentimiento 
del consumidor o que no se deriven del contrato correspondiente 
 
Artículo 24. … 
I. … 
II. … 
III. … 
IV. … 
V. … 
VI. … 
VII. … 
VIII. … 
IX. … 
IX bis.- … 
IX ter.- … 
IX cuarter.- Vigilar que los fabricantes, productores, importadores y proveedores cumplan 
con las obligaciones relativas al acceso asequible y efectivo a refacciones, herramientas 
manuales, instrumentos especializados e información técnica necesaria para la reparación 
de bienes, e imponer las medidas y sanciones correspondientes en caso de 
incumplimiento. 
X. … 
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XI. … 
XII. … 
XIII. … 
XIV. … 
XIV bis.- … 
XV. … 
XVI. … 
XVII. … 
XVIII. … 
XIX.  … 
XX. … 
XX bis.- …  
XXI. … 
XXII. … 
XXIII. … 
XXIV. … 
XXV. … 
XXVI. … 

XXVIII. … 
 
 
ARTÍCULO 85.- … 
Los contratos de adhesión no podrán contener cláusulas que limiten, restrinjan o anulen el 
derecho a reparar reconocido en esta ley, ni aquellas que establezcan la pérdida automática 
de garantías por acudir a servicios de reparación independientes. Dichas cláusulas se 
tendrán por no puestas 
 

 
Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. La Procuraduría Federal del Consumidor contará con un plazo de ciento ochenta días 

naturales para emitir los lineamientos necesarios para la aplicación del derecho a reparar, la 

disponibilidad de herramientas y accesorios esenciales, y la prevención de prácticas de 

obsolescencia programada. 



 

 23 

Tercero. Los fabricantes, productores, importadores y proveedores deberán adecuar sus 

contratos, políticas comerciales y esquemas de comercialización en un plazo no mayor a doce 

meses contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados a trece de febrero de dos mil veintiséis.  
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